
 

 

 

 

 

 

 

DECLARACIÓN POLÍTICA DE LA XLIV ASAMBLEA GENERAL DE DELEGADOS 
DEL SINDICATO DE EDUCADORES DE RISARALDA 

 

 

Pereira, 24 de julio de 2026 

 

Los 12,7 millones de votos obtenidos en respaldo a la continuidad del proyecto político del 

cambio constituyen la mayor votación alcanzada por la izquierda en la historia del país. 

Este resultado demuestra que las banderas de la justicia social, el trabajo digno, la superación 

de las desigualdades históricas y la recuperación de los derechos y garantías laborales y 

prestacionales, conquistados en el pasado pero debilitados por políticas a las que la derecha 

se ha opuesto sistemáticamente, continúan vigentes y arraigadas en el sentir de amplios 

sectores del pueblo colombiano. Sin embargo, el ascenso del modelo de "mano dura" y libre 

mercado corporativo, alineado con las élites económicas y empresariales tradicionales, plantea 

una amenaza directa contra la libertad sindical, el derecho a la huelga y la negociación 

colectiva.  

 

Las mesas directivas y las bases trabajadoras del sindicato representadas en sus delegados 

reunidos en esta asamblea, damos un saludo fraterno y combativo a las maestras y maestros, 

a la clase obrera, al campesinado, a las juventudes, a las mayorías populares, las comunidades 

indígenas y afrodescendientes. Tras la ratificación de los resultados por parte del Consejo 

Nacional Electoral (CNE) que imponen ilegítimamente a la extrema derecha en cabeza de 

Abelardo de la Espriella como gobierno, esta Asamblea General de Delegados, como máxima 

autoridad de nuestro sindicato, se declara en oposición y movilización organizada y 

permanente.  

 

El capitalismo, en su fase imperialista, necesita solucionar la crisis de superproducción de 

mercancías a través de guerras de invasión contra pueblos oprimidos. Dichas guerras 

constituyen la disputa entre imperios y diferentes potencias capitalistas emergentes por 

obtener el control de recursos energéticos y de zonas estratégicas. La guerra también les 

permite a estos imperios dar salida a la gran cantidad de armamento militar que tienen 

almacenado.  

 

Avanza en el mundo una ofensiva imperialista fascista encabezada por Donald Trump —quien 

amenazó con borrar del planeta a toda una civilización—, cuya expresión más atroz es el 



 

 

genocidio perpetrado por el carnicero Netanyahu contra el pueblo palestino (cerca de 73 mil 

personas asesinadas en los últimos tres años). Esta ofensiva también se expresa en la 

amenaza de tomar por la fuerza lo que Trump quiera en América Latina, como ya lo hizo en 

Venezuela; en la guerra colonial de EE. UU. e Israel contra Irán; en el bloqueo a Cuba, que 

mata de hambre a su población; y en la cacería de inmigrantes en EE. UU. a través de las 

fuerzas fascistoides del ICE. 

 

En su política de seguridad nacional (doctrina Monroe), Trump declaró su intención de 

recuperar su «patio trasero». Para ello cuenta con sus títeres, que hambrean y reprimen a sus 

pueblos, como ayer lo hacía el uribismo en Colombia. Milei, en Argentina, extendió la jornada 

laboral hasta las 12 horas diarias y atacó a los pensionados con bolillo y gases lacrimógenos. 

Noboa, en Ecuador, ha abierto las puertas, pese a la oposición mayoritaria de los ecuatorianos, 

a las tropas imperialistas, que no representan seguridad para las masas, sino la subyugación 

al amo del norte. En Honduras, Trump apoyó a Nasry Asfura como candidato a la presidencia, 

mientras liberaba al expresidente Juan Orlando Hernández, condenado por narcotráfico en EE. 

UU. Rodríguez Paz, en Bolivia, subió los precios de la gasolina en más del 50 %. Kast, en 

Chile, ataca la reducción de la jornada laboral a 40 horas y aumentó en un 30 % el precio de 

los combustibles. En El Salvador, Bukele tortura y persigue a la juventud. Colombia no escapa 

a esta ofensiva. Los bombardeos contra humildes lancheros en el Caribe y el Pacífico, con 

cerca de 160 personas asesinadas; las amenazas de intervención militar y las falsas 

acusaciones de narcotráfico contra el presidente Petro marcaron el comienzo del año, junto 

con la procesión de arrodillados que viajaron hasta Washington a pedir que el país fuera 

bombardeado y que Petro fuera capturado. Es en este contexto que se presenta el fraudulento 

triunfo electoral de Abelardo de la Espriella.  

 

De la Espriella firme con el imperialismo 

 

En esencia, se pretende erosionar la conciencia colectiva para propiciar que la sociedad 

acepte, sin mayor resistencia, la conversión de Colombia en un protectorado neocolonial de 

los Estados Unidos. En ese contexto, se ha planteado permitir el establecimiento de bases 

militares estadounidenses y la presencia operativa de sus tropas en el territorio nacional, bajo 

el argumento de combatir la criminalidad. No obstante, desde esta perspectiva, el propósito de 

fondo sería facilitar el ingreso de sus inversiones, capitales y mercancías, así como favorecer 

la explotación de las riquezas mineras y energéticas del país —incluidas prácticas como el 

fracking— y profundizar el aprovechamiento de los recursos marítimos y forestales de 

Colombia.  

 

De igual manera, se propone restablecer y fortalecer las relaciones con Israel, presentándolo 



 

 

como un aliado estratégico en materia de seguridad y defensa y otorgándole un papel más 

amplio en estos ámbitos. Estas decisiones se inscriben, según este planteamiento, dentro de 

la Estrategia de Seguridad Nacional de los Estados Unidos, una de cuyas expresiones sería la 

denominada Iniciativa Escudo de las Américas. En ese contexto, a partir del 7 de agosto, 

Colombia pasaría a integrar dicha estrategia, cuya sede regional estaría ubicada en Medellín. 

Desde esta perspectiva, la iniciativa buscaría articular a los gobiernos latinoamericanos más 

alineados con Washington para consolidar al hemisferio como una plataforma de respaldo a la 

política exterior y de seguridad estadounidense orientada a preservar su posición hegemónica 

en el escenario internacional.  

 

En el ámbito económico, esta orientación estaría acompañada por la profundización de la 

dependencia frente al Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial y otros organismos 

multilaterales. De acuerdo con lo anunciado por el ministro de Hacienda designado, el objetivo 

sería reestructurar el perfil de la deuda pública y garantizar el cumplimiento de la regla fiscal. 

Sin embargo, desde una mirada crítica, ello implicaría mantener al país en un ciclo permanente 

de endeudamiento destinado al pago de obligaciones financieras, además de aceptar las 

condiciones impuestas por dichos organismos, las cuales favorecen principalmente los 

intereses de los acreedores nacionales e internacionales.  

 

El uso de la posverdad, mediante la difusión de fake news y la instrumentalización del lawfare, 

se ha convertido en una estrategia orientada al desprestigio, deslegitimación y destrucción de 

proyectos políticos alternativos, con el propósito de someter la voluntad de los pueblos y 

debilitar los procesos democráticos. Frente a este escenario, la respuesta más sólida consiste 

en fortalecer la educación popular, la alfabetización mediática y el pensamiento crítico desde 

la escuela. No basta con desmentir la mentira, debemos formar ciudadanos capaces de 

reconocer la desinformación, cuestionar los discursos de odio y defender la verdad como un 

bien público.  

 

Un nuevo gobierno ilegal e ilegítimo  

 

El presidente electo, disfrazado como el de “los nunca” (con fraude, compra masiva de votos y 

el apoyo financiero, tecnológico y político de Donald Trump, del sionismo y la derecha 

latinoamericana), y con el irrestricto respaldo institucional del Consejo Nacional Electoral, la 

Registraduría Nacional, el Consejo de Estado y toda la prensa oligárquica, quiere devolvernos 

al pasado de negación total de los derechos laborales, de mayor precarización y explotación, 

al pasado del apogeo paramilitar, de los falsos positivos, de la militarización del campo y la 

ciudad y, de total opresión a las minorías; eso es en esencia la “Patria milagro”: un régimen 

de terror al servicio de la superexplotación de los capitalistas nacionales y extranjeros.  



 

 

 

Apoyado por la totalidad de los partidos oligárquicos, encabezados por el Centro Democrático, 

y su mentor Álvaro Uribe Vélez, y sobre los hombros de gamonales como la Casa Char y de 

los herederos del prócer fascista Laureano Gómez, el famoso Tigre viene a producirle el 

milagro a los ricos y poderosos de Colombia y Estados Unidos: cerrar el proceso abierto a 

partir del estallido social revolucionario, liquidando los procesos de organización social y 

política, “destripando a la izquierda”, destruyendo las reformas conquistadas por el pueblo, e 

imponiendo un brutal plan de ajuste que liquide lo que queda de las conquistas del pasado.  

 

Se cocina un decretazo represivo y en contra de los de abajo  

 

Con este decretazo buscan imponer de facto, de forma autoritaria y aplastante y muy 

probablemente sin pasar por el Congreso, un conjunto de contrarreformas que dejen en la lona 

a millones de trabajadores y pobres. Lo hacen confiados en el respaldo de las altas cortes, las 

mismas que sabotearon o tumbaron la inmensa mayoría de los decretos del actual gobierno 

que favorecían a los pobres. Algunas de las medidas más lesivas contenidas en la dichosa 

arca de decretos son: el recorte del 40% del Estado (reducir ministerios, fusionar entidades 

públicas y desmontar miles de cargos estatales) y un ajuste inicial de 70 billones de pesos, lo 

que implica el despido de cientos de miles de trabajadores y el recorte masivo de la inversión 

social. Declaratoria de una emergencia económica que les permita quitar y rebajar impuestos 

a los ricos e imponer nuevos impuestos a los pobres, una contrarreforma laboral basada en el 

trabajo por horas.  

 

Asimismo, se plantea la militarización del campo, la creación de los Bloques de Defensa para 

la Seguridad Urbana, presentados como mecanismos para combatir el crimen y conformados 

por reservistas de las FF. MM., es decir el renacer de las Convivir y otras formas de grupos 

paramilitares; la creación de supuestas “estructuras especiales de investigación” contra el 

crimen organizado y la corrupción que suplantarían a las otras instituciones del Estado, las 

cuales estarían en las manos del presidente, es decir, todo un nuevo aparato de persecución 

y represión contra sus adversarios, el cual desde ya han prometido usar contra Gustavo Petro 

y su equipo de gobierno, a quienes han acusado ante la Justicia de EE. UU. y buscan extraditar. 

A esto se suma la creación de 10 mega cárceles y la finalización del Instituto Nacional 

Penitenciario y Carcelario (INPEC) y trasladar la administración de los centros de reclusión a 

operadores privados mediante contratos de concesión de largo plazo, es decir, crear un nuevo 

negocio al margen de todo ordenamiento de justicia, a donde irían a parar los jóvenes rebeldes, 

los opositores políticos y todos los que se atrevan a enfrentar al gobierno.   

 

Pero de la Espriella viene por todo, tanto en lo económico y social como en lo democrático: 



 

 

buscará arrasar con las conquistas logradas con la reforma laboral y pensional, con la entrega 

de tierra a los campesinos pobres, con la matrícula cero, con los mínimos niveles de 

esclarecimiento de la verdad sobre violencia estatal y paramilitar que se han alcanzado con la 

JEP, y seguramente, con derechos que han costado décadas de lucha como el aborto o la 

educación laica. 

 

La ofensiva del nuevo modelo de gobierno no se limita a la educación, la salud o los derechos 

laborales. También busca profundizar un modelo económico basado en el extractivismo, 

abriendo nuevamente la puerta al fracking y a otras formas de explotación que ponen en riesgo 

el agua, los ecosistemas y la soberanía de los territorios. Para el magisterio, esta no es una 

discusión ajena. Defender la educación pública también implica defender el derecho de las 

nuevas generaciones a vivir en un país donde el agua, la biodiversidad y la vida estén por 

encima de los intereses de las grandes corporaciones. La escuela no puede permanecer 

indiferente frente a un modelo que amenaza los territorios donde educamos, 

especialmente en regiones rurales como las nuestras, donde la defensa de la naturaleza 

es también una defensa de la cultura, de la economía campesina y del futuro de nuestras 

comunidades.  

 

La educación pública y FECODE en la mira del nuevo gobierno ultraderechista  

 

La educación pública enfrenta una ofensiva sin precedentes: digitalización acrítica al servicio 

de la desescolarización y el negocio de los datos, discursos que quieren borrar la memoria y 

una privatización endulzada con el lenguaje de la “libertad de elección”. Se impuso un modo 

muy concreto de gobierno basado en el despojo, una restauración abiertamente autoritaria que 

promete mano dura, la continuidad del desfinanciamiento estructural de la educación, ataques 

a nuestro régimen especial de salud y pensión, tercerización laboral por la vía de los contratos 

de prestación de servicios, y un intento renovado por quebrar a FECODE mediante el 

paralelismo sindical y la criminalización de la protesta. El reto no es menor: tenemos que 

defender la escuela como territorio de paz en medio de un país que aún sigue en guerra, y 

hacerlo sin entregar ni un milímetro de nuestros derechos adquiridos.  

 

En materia de educación, el propósito es desplazar los recursos públicos al sector privado en 

todos los niveles, relanzar la cobertura contratada y los colegios en concesión; abrir paso a los 

bonos escolares, a la superintendencia de la educación y al negocio pregonado por los 

empresarios para la educación. Reducir el Estado conlleva a la disminución de la planta y al 

traslado de responsabilidades a las entidades territoriales y a las comunidades, igualmente se 

anuncia que el gobierno entrante reversará los avances alcanzados en la Reforma al Sistema 

General de Participaciones, e intentará revertir los derechos pensionales como la 



 

 

compatibilidad de salario y pensión.  

 

La arremetida contra la Libertad Sindical y particularmente contra FECODE, ha diseminado 

una falsa narrativa y una campaña planeada desde la derecha fascista, poniéndonos como 

blanco para avanzar en su apuesta privatizadora, con afirmaciones populistas 

ultraconservadoras como “sacar de las aulas de clases a FECODE y meter a Dios”, la creación 

de la cátedra anticomunista y la “ideología de género” como emblemas para agudizar la 

estigmatización en cabeza de Viviane Morales. Sumado a lo anterior, a nivel internacional, 

movimientos como “tradwife” buscan destruir la organización sindical, restringir el derecho a la 

protesta y revertir derechos históricamente conquistados por las mujeres, entre ellos el derecho 

al voto y los derechos sexuales y reproductivos, en suma, un currículo clerical y 

discriminatorio que ahogue el pensamiento crítico y la libertad de cátedra.  

 

PILARES QUE FUNDAMENTAN LA LUCHA DEL SER 

 

Los alcances y limitaciones del parlamentarismo  

 

El Congreso, con contadas excepciones, sigue siendo un cementerio de derechos: ahí se han 

hundido las reformas estructurales, ahí se negocian nuestros salarios con la misma lógica de 

la tecnocracia neoliberal, y ahí se legitima la represión contra quienes luchan. La verdadera 

fuerza del magisterio nunca ha residido en los estrados judiciales ni en los salones 

alfombrados: ha residido en la calle, en las vías de hecho, en la toma de plazas y carreteras, 

en la desobediencia civil. Sin movilización de base no hay conquista que perdure; sin calle, el 

parlamento es un espejismo. La lucha política real se hace con los pies sobre el asfalto y la 

convicción ardiendo en el pecho, esto no quiere decir que se deban descartar las vías de 

derecho y la parlamentaria solo que estas tendrán mejor efecto si se respaldan con las vías de 

hecho.  

 

Recuperar nuestros vínculos con las comunidades es una tarea urgente  

 

Debemos retomar el legado del magisterio en décadas anteriores, caminar hacia las 

comunidades que circundan la escuela pública, construir educación propia al lado de la minga, 

aportar y resistir para la recuperación de tierras con los campesinos, involucrarnos en las 

acciones barriales de los jóvenes alrededor de la educación popular, el deporte, la olla 

comunitaria, el estallido. Es clave entender que la voluntad de nuestro quehacer como profesor 

no termina al interior de un aula de clase, se hace uno solo con las comunidades que resisten 

y defienden lo público.  

 



 

 

Desde el mandato popular de los pueblos invitamos a redoblar los esfuerzos para radicalizar 

la acción de movilización de los sectores populares urbanos y potenciar su capacidad de lucha, 

como profes pueblo debemos hacer énfasis en los trabajadores informales, desde los procesos 

comunales, juveniles, de vivienda, de usuarios del transporte público, de trabajadoras y 

trabajadores del arte y de los sindicatos combativos.  

 

Es necesario entonces en nuestra cotidianidad escolar afianzar mucho más la autonomía y la 

libertad de cátedra incorporando la reincorporación histórica, el reconocimiento del trabajo de 

cuidados, los derechos humanos, la defensa de la madre tierra, la ley de origen, y las 

cosmovisiones del sur como miradas legítimas y de lectura crítica del mundo. Nuestra 

respuesta se expresa políticamente en la praxis pedagógica en un sistema de formación desde 

la niñez hasta los adultos que articule la formación política con los conocimientos técnicos y 

prácticos necesarios para la construcción de poder popular impulsando procesos de 

investigación en Ciencias Sociales, agroecología, ciencia y tecnología al servicio de los 

pueblos para contrastar la guerra cognitiva, la desinformación y la manipulación mediática.  

 

Organizarnos por la base y desde los territorios  

 

Es urgente que reorganicemos la base del magisterio risaraldense. No podemos seguir siendo 

un sindicato que solo se activa en jornadas de paro nacional convocadas por los líderes de 

nuestra federación en Bogotá:  

 

- La reorganización debe ser territorial, vereda por vereda, comuna por comuna, institución 

educativa por institución educativa. 

- Necesitamos que cada escuela sea un comité de base activo, con capacidad de análisis, 

con vocería legitimada, con autonomía para reaccionar de inmediato ante cualquier 

arbitrariedad de las secretarías de educación. 

- La fuerza de un sindicato se mide por la densidad de su tejido organizativo en los municipios 

más pequeños y en los barrios más olvidados. Si no estamos organizados en la base, 

cualquier directiva termina convertida en una mesa de notables que negocia a espaldas de 

los agremiados.  

 

Por lo anterior esta asamblea mandata a la Junta Directiva del SER la construcción 

participativa de una Política Permanente de Fortalecimiento Territorial, Organizativo y 

Comunitario, que articule el trabajo de todas las secretarías alrededor del 

fortalecimiento de las juntas filiales y la presencia permanente del sindicato en los 

municipios.  

 



 

 

Pero esa reorganización será estéril si no identificamos con precisión a nuestros aliados. El 

magisterio no puede ni debe luchar en solitario. Nuestros aliados naturales están dentro de las 

propias comunidades educativas: son los estudiantes de secundaria que se organizan contra 

la educación bancaria y el hambre en las aulas, son las madres y padres de familia que 

defienden la escuela pública frente al cierre de sedes rurales, son las organizaciones de 

mujeres que exigen la implementación real de la educación sexual integral con enfoque de 

género, son los movimientos ambientales juveniles que entienden que educar es también 

defender el territorio.  

 

Todo lo anterior se desmorona si no priorizamos de manera urgente la formación política 

del magisterio. No podemos hablar de lucha de clases, de pedagogía crítica o de sindicalismo 

de nuevo tipo si nuestros propios docentes no tienen espacios sistemáticos para formarse. La 

formación política no es un taller ocasional ni una cartilla que se lee en los ratos libres: debe 

convertirse en un eje central de nuestra acción sindical. Necesitamos escuelas de liderazgo 

sindical donde se estudie la historia del movimiento obrero, la economía política de la 

educación, las técnicas de movilización no violenta, la comunicación popular y, sobre todo, la 

capacidad de leer la coyuntura sin perspectivas dogmáticas. Un maestro despolitizado es carne 

de cañón para la desinformación y el clientelismo; un maestro formado políticamente es un 

escudo inquebrantable para la educación pública. Esta asamblea considera fundamental la 

creación de una escuela sindical permanente, certificada, con metodologías populares que 

recorra cada rincón de Risaralda.  

 

A diferencia de sectores que hoy llaman a la calma y a buscar un “acuerdo nacional” o “diálogo 

social” con De la Espriella, partiendo de la máxima de que en Colombia existe el “Estado de 

derecho” y “los derechos adquiridos”, queremos recordar que esa base institucional burguesa 

se derrumba como castillo de arena, no es más que una ilusión para la clase trabajadora y los 

sectores oprimidos. El pueblo trabajador colombiano tiene ya una larga y amarga experiencia 

con medidas como la liquidación de TELECOM, la Caja Agraria o el Instituto del Seguro Social, 

las cuales se hicieron de un día para otro y bajo la bota militar dejando en la calle a miles de 

trabajadores. Por eso hay que combatir la confianza de quienes creen que cosas así no pueden 

pasar pues “es ilegal” o porque “esos son derechos adquiridos protegidos por la constitución y 

las leyes”. La verdad es que en el capitalismo no existen tal cosa, los derechos duran 

dependiendo de la capacidad de lucha de los de abajo para impedir que sean 

arrebatados.  

 

La arremetida del nuevo gobierno no puede ser enfrentada únicamente con llamados 

generales a la desobediencia civil o a la oposición institucional en el Congreso, La única 

manera de derrotarlo es produciendo acciones de masas verdaderamente revolucionarias, 



 

 

como en el estallido social. Llamamos a la dirección de FECODE y CUT a estar a la altura 

de las circunstancias, de pasar de las palabras a la acción, de la institucionalidad 

burguesa a la lucha popular directa, y encabezar un proceso de organización y 

movilización por la base, se debe impulsar un proceso asambleario en todo el país, en 

cada fábrica, en cada escuela, en cada barrio y vereda, para retomar las banderas y los 

métodos de lucha del estallido. Este proceso podría culminar en un encuentro nacional obrero 

campesino y popular con delegados desde las bases que defina un plan de lucha contra el 

decretazo del nuevo gobierno y prepare un gran paro nacional.  

 

Nuestra tarea es hoy organizar desde abajo un poderoso movimiento obrero, juvenil y popular 

en los campos y ciudades para derrotar contundentemente a los que se proponen arrebatarnos 

todo, hasta la vida misma. La memoria del estallido social revolucionario sigue viva, como se 

evidenció con el tremendo movimiento popular de base que consiguió los tres millones de votos 

de la segunda vuelta, sólo hay que atizarla para que prenda como una llamarada en pradera 

seca.  

 

• Cuba, Palestina, Venezuela e Irán: ¡Resistan y vencerán! 

• ¡Somos profes, somos pueblo! 

• ¡A las calles a derrotar el decretazo de De la Espriella! 

• ¡De la vereda a la lucha que el grito se escucha! 

• ¡Ciencia y calidad, ni religión ni oscuridad! 

• ¡Viva el Sindicato de Educadores de Risaralda! 

• ¡Viva la Federación Colombiana de Educadores FECODE! 

• ¡Viva la Central Unitaria de Trabajadores CUT! 

 

 


